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Acta No. 545 de octubre 20 de 2017
  



Decide la Sala la acción de tutela de la referencia, propuesta por Javier Elías Arias Idárraga, contra el Juzgado Tercero Civil del Circuito, a la que fueron vinculados Leandro Giraldo; Defensoría del Pueblo Regional Cartagena (Bolívar); Procuraduría General de La Nación Bogotá DC; Alcaldía Municipal -Control Físico-de Cartagena (Bolívar) y el Procurador 12 Judicial II Delegado para Asuntos Civiles y Laborales de Bogotá DC.
ANTECEDENTES

Javier Elías Arias Idárraga, actuando en su propio nombre, presentó acción de tutela por la presunta violación de sus “… garantías procesales, art. 13, 83 CN…”. 

Como consecuencia de ello, solicitó que se ordene al Juzgado que de manera inmediata notifique a la entidad demandada  en la acción popular por medio de su correo de notificación judicial siguiendo lo autorizado por el CGP y como lo hizo en otra actuación; así como para que aplique los artículos 84 y 42 de la Ley 472 de 1998 y 42 del CGP, respectivamente.
Narra en su escrito que actúa en la  acción popular “2015-1319”, en la que el despacho accionado se niega a notificar a la parte demandada al correo electrónico en desconocimiento del CGP y de una decisión adoptada en otro libelo de igual característica.
  



Con auto del 4 de octubre se le dio impulso a la acción en la que se ordenó vincular a Leandro Giraldo; Defensoría del Pueblo Regional Cartagena (Bolívar); Procuraduría General de La Nación Bogotá DC; Alcaldía Municipal -Control Físico-de Cartagena (Bolívar) y al Procurador 12 Judicial II Delegado para Asuntos Civiles y Laborales de Bogotá DC.
El Procurador Regional de Risaralda, mencionó que su intervención se limita a la protección de los derechos e intereses colectivos.  
El Juzgado, remitió las copias solicitadas e indicó que la parte actora no ha suministrado las expensas necesarias para notificar la demanda; ni ha publicado el aviso a la comunidad, no ha aportado dirección de correo electrónico y tampoco ha solicitado que se notifique el auto de admisión por tal medio.

El Procurador 12 Judicial II para Asuntos Civiles, solicitó negar el amparo impetrado, por cuanto el interesado no ha solicitado al despacho que se cumpla con lo que pide ahora por este especial medio.

CONSIDERACIONES

La acción de tutela se constituye en un medio ágil y expedito para que toda persona pueda reclamar ante los jueces, en cualquier momento y lugar, la protección de sus derechos fundamentales, si ellos son vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública y, en determinados casos, por particulares.

Se acude en esta oportunidad en procura de la protección de los derechos arriba señalados bajo la premisa de que el Juzgado no dispone la notificación a la parte demandada en la acción popular 2015-01319-00 por medio de correo electrónico, de donde surge la inaplicación de normas contempladas en la Ley 472 de 1998 y  CGP.




Se recuerda que a pesar de la inexequibilidad de las normas que en el Decreto 2591 de 1991 preveían la acción de tutela contra providencias judiciales
, tal mecanismo se abre paso en aquellos eventos en los que se incurra en una vía de hecho, o como se denominan ahora, criterios de procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones de los jueces, en que solo cabe un amparo de esta naturaleza en la medida en que concurra alguna de las causales generales o específicas, delineadas por la Corte Constitucional en múltiples ocasiones. Sobre ellas, recientemente, en la sentencia T-022 de 2016, aludiendo a la C-590 de 2005, recordó que las primeras obedecen a que (i) el asunto tenga relevancia constitucional; (ii) que se hayan agotado los recursos judiciales ordinarios y extraordinarios; (iii) que se cumpla el requisito de la inmediatez; (iv) que la irregularidad procesal tenga incidencia en la decisión de fondo; (v) que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos que generaron la vulneración como los derechos vulnerados y los hechos hayan sido cuestionados dentro del proceso; y (vi) que el fallo censurado no sea de tutela. Y en cuanto a las segundas, es decir, las causales específicas, se compendian en los defectos (i) orgánico, (ii) sustantivo, (iii) procedimental, y (iv) fáctico; así como en (v) el error inducido, (vi) la decisión sin motivación; (vii) la violación directa de la Constitución; y (viii) el desconocimiento de precedentes.   
De frente a ese derrotero, se advierte, de entrada, que la solicitud del  accionante se torna improcedente. Así se afirma, porque acorde con lo que señala el numeral 1º del artículo 6º del Decreto 2591 de 1991, por medio del cual se reglamente la acción de tutela, esta no puede abrirse paso “Cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. La existencia de dichos medios será apreciada en concreto, en cuanto a su eficacia, atendiendo las circunstancias en que se encuentre el solicitante.”
Y es que como lo afirma el Juzgado, se advierte de las copias remitidas (f. 19 a 29) y lo indica el Ministerio Público, no hay evidencia alguna acerca de que el interesado le haya solicitado al Juzgado que proceda en la forma como ahora se reclama, es decir, que entere a la parte demandada en la acción popular del auto de admisión por medio de correo electrónico.

 



Solo a partir de la gestión que en tal sentido adelante y acorde con lo que suceda en torno a ello, es que podría analizarse si existe alguna irregularidad judicial susceptible de remediar por la vía constitucional. Como no ha ocurrido de esa manera, es inviable que esta Corporación asuma o se anticipe a las funciones y decisiones que incumben al juez ordinario. 




Sobra decir, que ningún perjuicio irremediable se ha invocado, y menos se ha demostrado, que permita la intrusión de la Sala en aquella actuación, de manera prematura.

  



Se absolverá a los demás intervinientes por no hallar de su parte trasgresión alguna frente a los derechos reclamados.
DECISIÓN

  



En armonía con lo dicho, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, declara IMPROCEDENTE el amparo impetrado por Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Tercero Civil del Circuito.
Se absuelve a los demás intervinientes.

Notifíquese la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992, y si no es impugnada remítase a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

A su regreso, archívese el expediente. 

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS  

  DUBERNEY GRISALES HERRERA 
        En uso de permiso
� 	Sentencia C-543-92
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